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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 777/2021-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

TITULAR DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE LEGALIDAD E INTEGRIDAD PÚBLICA DE LA CONTRALORÍA GENERAL DEL ESTADO.
MAGISTRADO:

LICENCIADO JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA.
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA LORENA RUIZ AGUILAR

San Luis Potosí, S.L.P., veinticinco de mayo de dos mil veintidós.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo número 777/2021-3, promovido por **********contra actos de la Directora General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí; y,
R E S U L T A N D O:

I.- Mediante escrito de fecha cuatro de noviembre de dos mil veintiuno, compareció el C. **********demandando al Titular de la Dirección General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí; por la nulidad del siguiente acto:
“…la Resolución de fecha **********, recaída en el expediente del Procedimiento de Responsabilidad Administrativa ********** emitida por el C. Titular de la Dirección General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado.”
II.- Por auto de fecha diecisiete de noviembre de dos mil veintiuno, se admitió a trámite la demanda, y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, para que contestara y se apersonara  dentro del término legal lo que a su interés conviniera.

III.-Por auto de fecha treinta y uno de enero de dos mil veintidós,  se tuvo a la autoridad demandada por contestando la demanda instaurada en su contra, se ordenó correr traslado a la parte actora con copia del escrito de contestación para que manifestara lo que a su derecho correspondía; admitiéndose las pruebas de las partes; se fijó  fecha y hora para la celebración de la audiencia final, a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
V.- Con fecha primero de marzo de dos mil veintidós, tuvo verificativo la Audiencia de Ley en este juicio, con la asistencia de la autoridad demandada, haciéndose constar la inasistencia de la parte actora; el Secretario de Acuerdos hizo relación de las constancias de autos;  se tienen por desahogadas las pruebas documentales ofrecidas de acuerdo a su propia naturaleza, y se hizo constar que no existen pruebas pendientes que desahogar, en etapa de alegatos; se dio cuenta de que fueron formulados por la autoridad demandada, certificándose que la parte actora no presento alegatos; concluida la audiencia se citó para resolver en definitiva.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, le corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver por tratarse de una controversia de carácter administrativa suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes a este juicio.

La parte actora compareció por derecho propio; acreditando su interés jurídico en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con la presentación del acto impugnado que obran en fojas 24 a la 49  de este sumario. 

De igual forma, la personalidad y legitimidad de la autoridad demandada, se encuentran legalmente acreditada, con la copia certificada relativa a su nombramiento, que obra en fojas 209 y 210 de este expediente, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Documentales anteriores  que  adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidor y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones.
 TERCERO.- La litis planteada en este juicio, es la legalidad o ilegalidad del acto que detalla en su escrito inicial de demanda consistente en: la Resolución de fecha **********, dictada dentro del expediente del Procedimiento de Responsabilidad Administrativa **********, emitida por el Director de Responsabilidades e Inconformidades de la Contraloría General del Estado.
Documental que constituye el acto impugnado, el cual fue exhibido por el demandante conforme lo dispuesto por los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado.

CUARTO.-  La parte actora, ofreció como medios probatorios en su escrito inicial de demanda para acreditar la ilegalidad del acto impugnado, las documentales visibles en fojas 24 a la 179 de este sumario, que se detallan: 1.- Copia certificada de la Resolución de fecha **********, dictada dentro del expediente del Procedimiento de Responsabilidad Administrativa **********, emitida por el Director de Responsabilidades e Inconformidades de la Contraloría General del Estado; 2.- Cédula de notificación de la resolución de fecha 23 de septiembre de 2021, donde se le notifica el acto reclamado;  3.- Oficio número CGE-DT/DGN-DRI-253/2017, de fecha julio 05 de 2017, signado al actor  mediante el cual le informan el inicio del procedimiento de responsabilidades instaurado en  contra del hoy actor y la citación para la Audiencia de Ley;  4.- Copias certificadas del acuerdo emitido por el Director de General de Normatividad y el Director de Responsabilidades e Inconformidades, ambos de la Contraloría General del Estado, de fecha veintidós de junio de dos mil veintisiete, mediante el cual se tiene por remitido la autorización DGAOP-8-031-2016, así como el Dictamen Técnico DGAOP-8-031-2016 en original, y se ordena dar vista a la parte actora con los mismos;  5.- Copia del Dictamen Técnico DGAOP-8-031-2016, emitido por la Directora General de Auditoria de Obra Pública y Responsables de la Auditoria de fecha 02 de marzo de 2017; 6.- Escrito de fecha 19 de julio de 2017, signado por el hoy actor, con acuse de recibido por la autoridad demandada el día 19 de julio de 2017 a las 13:00 horas, mediante el cual comparece en el Juicio de Responsabilidades número **********; 7.- Copia  fotostática del nombramiento expedido al actor y del movimiento de personal de fecha 01 de noviembre de 1998; 8.- Asimismo ofreció el expediente **********
La autoridad demandada, para acreditar la legalidad del acto impugnado, ofreció la presuncional legal y humana e Instrumental de actuaciones, así como las copias certificadas del Procedimiento de Responsabilidad Administrativa número de expediente **********que ofrece en archivo digital  en tres discos ópticos disco versátil digital DVD-R.
Documentales que valoradas en su conjunto adquieren valor probatorio pleno para acreditar lo inserto en ellas, de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidor y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones.
QUINTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación que hace valer la parte actora, esta Tercera Sala Unitaria debe analizar las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Época: Octava Época, Registro: 221332, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. ...”

En ese tenor, que advierte que la autoridad demandada al producir su contesta visible en fojas 186 a la 208 de este sumario, opuso  las excepciones de “Improcedencia de la Acción”, “Sine Actione Agis”; señalando que el acto impugnado cumple con los requisitos de forma y fondo que deben revestir por lo que no carecen de vicios de legalidad,  que le corresponde al actor, probar  la supuesta ilegalidad de que según su dicho están envestidos los actos que ahora combate. Al respecto, en torno a los argumentos planteados por la autoridad demandada; debe decirse que al no constituir propiamente causales de improcedencia o sobreseimiento, resultan inatendibles en este momento, pues se trata de cuestiones inherentes al fondo de la Litis, que son materia u objeto del presente juicio y deben analizarse al estudiar los conceptos de impugnación de la parte actora.

Sirve de apoyo por analogía, la Tesis de Jurisprudencia que aunque se refiere al juicio de amparo es aplicable al presente caso, visible en la Tesis con No. Registro: 187,973, Época: Novena Época, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Materia(s): Común, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que a la letra dice: 

 “IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse.”

De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo en consulta.

Advirtiéndose por esta Sala Unitaria, que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados; por tanto, se procede al estudio de los argumentos de nulidad de la parte actora.

SEXTO.- La parte actora hizo valer el concepto de impugnación, que se advierte en su escrito inicial de demanda en fojas 3 a la 22 de este sumario, argumentos que no se transcriben y se tienen por reproducidos para que surtan los efectos legales que correspondan. 

Resulta aplicable por analogía, la siguiente Tesis de Jurisprudencia  de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia dela Nación, Época: Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830, que dice:  

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEPTIMO.- Esta Sala Unitaria estima necesario precisar, que atentos al principio de exhaustividad de las sentencias, que impone la obligación de examinar todos y cada uno de los puntos controvertidos del acto impugnado, iniciando por aquellos, que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana, y después por los que se refieran a la omisión de requisitos formales o vicios del procedimiento; en primer lugar, analizará los motivos de disenso que lleven a una declaratoria de nulidad más benéfica para el actor, y solo en el evento de estimarlos infundados, se pronunciará sobre conceptos de impugnación que lleven a una declaratoria de nulidad para efectos, ya que de resultar fundados los primeros, se producirá un mayor beneficio jurídico para la parte actora, pues se eliminarán en su totalidad los efectos del acto administrativo, con lo que se respeta la garantía de acceso efectivo a la justicia y, en particular, el principio de completitud que le es inherente.

Sirve de sustento a lo anterior la Tesis de Jurisprudencia visible en Novena Época, Registro: 179367, Instancia: Pleno, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XXI, Febrero de 2005, Materia(s): Común, Tesis: P./J. 3/2005, Página: 5, que a continuación se transcribe:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO, PUDIÉNDOSE OMITIR EL DE AQUELLOS QUE AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA ALCANZADO POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE REFIEREN A CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES. De acuerdo con la técnica para resolver los juicios de amparo directo del conocimiento de los Tribunales Colegiados de Circuito, con independencia de la materia de que se trate, el estudio de los conceptos de violación que determinen su concesión debe atender al principio de mayor beneficio, pudiéndose omitir el de aquellos que, aunque resulten fundados, no mejoren lo ya alcanzado por el quejoso, inclusive los que se refieren a constitucionalidad de leyes. Por tanto, deberá quedar al prudente arbitrio del órgano de control constitucional determinar la preeminencia en el estudio de los conceptos de violación, atendiendo a la consecuencia que para el quejoso tuviera el que se declararan fundados. Con lo anterior se pretende privilegiar el derecho contenido en el artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consistente en garantizar a los ciudadanos el acceso real, completo y efectivo a la administración de justicia, esto es, que en los diversos asuntos sometidos al conocimiento de los tribunales de amparo se diluciden de manera preferente aquellas cuestiones que originen un mayor beneficio jurídico para el gobernado, afectado con un acto de autoridad que al final deberá ser declarado inconstitucional.”

Precisado lo anterior, se procede al estudio y resolución de fondo del único concepto de impugnación que hace valer el promovente, el cual se analiza en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas y que obran en autos de este procedimiento.
Concepto de impugnación, el cual, en la parte que interesa literalmente refiere:  

“QUINTO.-  (…).”
“…Partiendo del sentido y alcance de los conceptos de fundamentación y motivación que se fijaron en los anteriores conceptos de impugnación, se tiene que el acuerdo de 22 de junio de 2017 no los satisface debida y suficientemente, por lo que no solo se vicia en sí mismo, sino que afecta la legalidad misma de la resolución definitiva impugnada por cuanto que se trata del acto que lo precede y origina, a grado tal que sienta las bases de las situaciones jurídicas y de hecho que conforman la materia de la resolución sancionatoria.”
“…Finalmente, por lo que respecta al Manual de Organización Aplicado a la Residencia y Supervisión de Obra presuntamente incumplido, como se indica en las páginas 107 y 131 del acuerdo de 22 de junio de 2017, en que sustenta la presunta responsabilidad que al suscrito se pretende imputar en ese mismo acuerdo, debe decirse que al no haberse publicado en el Periódico Oficial del Estado carece de imperio y, por tanto, su observancia no puede exigirse al suscrito, tal y como dan cuenta las tesis que siguen: ” 

“Registro digital: 170438

Instancia: Segunda Sala

Novena Época

Materias(s): Administrativa

Tesis: 2a./J. 249/2007

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVII, Enero de 2008, página 515

Tipo: Jurisprudencia

“SERVIDORES PÚBLICOS. LOS MANUALES DE ORGANIZACIÓN, DE PROCEDIMIENTOS O DE SERVICIOS AL PÚBLICO, CON BASE EN LOS CUALES SE LES IMPONEN OBLIGACIONES Y ANTE SU INCUMPLIMIENTO PUEDE FINCÁRSELES RESPONSABILIDAD Y SANCIONÁRSELES, DEBEN PUBLICARSE EN EL ÓRGANO OFICIAL DE DIFUSIÓN CORRESPONDIENTE.(…).”

“Registro digital: 2010889

Instancia: Segunda Sala

Décima Época

Materias(s): Administrativa

Tesis: 2a./J. 152/2015 (10a.)

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 26, Enero de 
2016, Tomo II, página 1512

Tipo: Jurisprudencia

“SERVIDORES PÚBLICOS. CUANDO LOS MANUALES DE ORGANIZACIÓN, DE PROCEDIMIENTOS O DE SERVICIOS AL PÚBLICO SON LA BASE PARA FINCARLES RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS Y SANCIONES, EL CONOCIMIENTO DE SU EXISTENCIA Y CONTENIDO NO PUEDE DERIVAR DE ALGÚN OTRO MEDIO LEGAL, SINO DE SU PUBLICACIÓN EN EL ÓRGANO DE DIFUSIÓN OFICIAL CORRESPONDIENTE.(…)”
Del estudio y análisis del concepto de impugnación citado, esta Sala Colegiada determina que resulta fundado y suficiente, para determinar la nulidad del acto o resolución que se impugna, toda vez que la responsabilidad que le imputan las demandadas al hoy actor, en la Resolución de fecha **********, dictada dentro del expediente del Procedimiento de Responsabilidad Administrativa **********, no está acreditada. 

Para evidenciar los motivos por los que se formula esa determinación, es preciso relatar los antecedentes que guardan correspondencia con el sentido de la resolución recurrida, los cuales por su trascendencia destacan los que a continuación se enumeran: 

1.- Oficio número CGE-DT/DGN-DRI-253/2017, de fecha julio 05 de 2017, emitido por la demandada, dirigido al actor, en el cual se aprecia de su texto que se le informa al actor, el inicio del procedimiento administrativo de responsabilidades**********, instaurado en su contra y se le cita a la audiencia de Ley, en el cual  se le hacen saber las responsabilidades administrativas que se le imputan,  las cuales en la parte que interesan literalmente refieren: 

“Conforme a lo anterior (…), razón por la cual y para su conocimiento procedo a señalar las presuntas responsabilidades que se le imputan, precisadas en el referido acuerdo y por lo que hace a su persona se transcriben conforme a lo siguiente: (…).” 

“….observación  número 7 denominada “INCUMPLIMIENTO DE LA EJECUCION DE LAS OBRAS DE LA CARTERA DE PROYECTOS. Por un importe de $21,466,473.40 (VEINTIUN MILLONES CUATROCIENTOS SESENTA Y SEIS MIL CUATROCIENTOS SETENTA Y TRES PESOS 40/100 M.N.) 

“…B) Se advierten conductas irregulares presuntamente imputables a (…), **********, en razón de que presuntamente no supervisó que las obras ejecutadas. ya realizar conforme a las especificaciones, procedimientos, proyectos, precios unitarios y programas aprobados de acuerdo a las disposiciones legales de la materia y a lo estipulado en los contratos de obra, faltando los reportes de avances físicos de las obras ejecutadas, así como falta de control de las obras  en proceso y terminadas, así como de la entrega  correspondiente, lo anterior en razón de que se excedió en lo señalado en plazo para la ejecución de las obras, es decir al termino del ejercicio fiscal  2015, y no hasta lo meses de marzo y febrero de 2016, respectivamente como así sucedió, sin que hubiera presentado la autorización por parte de la UPCP del nuevo periodo del calendario de ejecución, en el que no excedería del 31 de diciembre del 2016, todo ello en relación a las obras: Construcción de Cuarta Etapa del Puente Vehicular sobre el Rio verde y Boulevard Ferrocarrilero Bicentenario 2da Etapa del Boulevard Ferrocarrilero Bicentenario en el Tramo RioVerde a Supercarretera…” 

“…Asimismo,  como se describió (…), a la fecha de la auditoria se detectaron estimaciones por un importe total de (…).” 

“…Las constancias que integran la Auditoria (…), con los que se acredita en forma presuntiva que el implicado, no superviso que las obras ejecutadas, se realizaran conforme a las especificaciones, procedimientos, proyectos, precios unitarios programas aprobados de acuerdo a las disposiciones legales en materia y a los estipulado en los contratos de obra, faltando los reportes de avances físicos  de las obras ejecutadas, así como de falta de control de la sobras en proceso mediante el uso de bitácora de obra, validación de generadores de obra, interpretación de los reportes de control de calidad, así mismo no llevo un riguroso control de las obras en proceso y terminadas (…).” 

“…Por lo que se presume desatendió lo establecido en el Manual de Organización aplicado a la Residencia y Supervisión de Obra, que señala como Objetivo: llevar a cabo la residencia y supervisión de la sobras ejecutadas por la Secretaría en cualquiera que sea su modalidad, a fin de que se realicen conforme a las especificaciones, procedimientos constructivos, proyectos, costos y programas aprobados, de acuerdo a las disposiciones legales  de la materia y a lo estipulado en los contratos de obra y dentro  de sus funciones se señala entre otras las de: establecer un estrecho seguimiento de la ejecución de obra, resolviendo oportunamente, en el ámbito de sus atribuciones, cualquier problema que se presente; controlar las obras en proceso mediante el uso de bitácora de obra; elaborar el reporte de avance físico correspondiente, para su oportuno y adecuado seguimiento (…).” 

“…Observación número 8 denominada: “INCUMPLIMIENTO DE LA EJECUCION DE LAS OBRAS DE LA CARTERA DE PROYECTOS. Por un importe de $75´806,313.84 (SETENTA Y CINCO MILLONES OCHOCIENTOS SEIS MIL TRESCIENTOS TRECE PESOS 84/100 M.N.).”
“B) Se advierten conductas irregulares presuntamente imputables a (…),  por un importe de $75´806,313.84 (SETENTA Y CINCO MILLONES OCHOCIENTOS SEIS MIL TRESCIENTOS TRECE PESOS 84/100 M.N.).”

2.- Resolución de fecha  **********, dictada dentro del expediente del Procedimiento de Responsabilidad Administrativa **********, emitida por el Director de Responsabilidades e Inconformidades de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí, en la cual la demandada resolvió en  el considerando CUARTO, relativo a “Conducta y objeto del procedimiento”, visible a fojas 25 vuelta de este sumario, lo que en la parte que interesa refiere:  

“…CUARTO.- Conducta y Objeto del procedimiento.- la conducta: atribuible (…), consiste en que no superviso que las obras ejecutadas se realizaran conforme a las especificaciones, procedimientos, proyectos, precios unitarios programas aprobados de acuerdo a las disposiciones legales en materia y a los estipulado en los contratos de obra,  faltando los reportes de avances físicos  de las obras ejecutadas, así como de falta de control de la sobras en proceso mediante, el uso de bitácora de obra, validación de generadores de obra, interpretación de los reportes de control de calidad, así mismo no llevo un riguroso control de las obras en proceso y terminadas, así como la entrega correspondiente, (…), (Observación 7). 

“No superviso que las obras ejecutadas se realizaran conforme a las especificaciones, procedimientos, proyectos, precios unitarios programas aprobados de acuerdo a las disposiciones legales en materia y a los estipulado en los contratos de obra,  faltando los reportes de avances físicos  de las obras ejecutadas, así como de fala(sic) de control de la sobras en proceso mediante, el uso de bitácora de obra, validación de generadores de obra, interpretación de los reportes de control de calidad, así mismo no llevo un riguroso control de las obras en proceso y terminadas, así como la entrega correspondiente, (…), (Observación 8).”
Determinando en los considerando SEXTO, visible a fojas 28  a la 33 relativo “Estudio de Fondo”, y SEPTIMO visible en fojas 33 y 34 “Determinación de la existencia de Responsabilidad Administrativa a individualización de la sanción”, que se le atribuye al hoy actor, señalando lo que en la parte que interesa lo siguiente: 

 “SEXTO (…).”
“…Por lo hasta anotado, con fundamento en lo establecido en el numeral 82 fracción II de la Ley de responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, vigente  al momento de ocurridos los hechos que se investigaron, esta Contraloría General del Estado, determina la existencia de elementos que constituyen responsabilidad Administrativa, por parte de (…), **********por los hechos investigados y analizados en el presente procedimiento de Responsabilidad Administrativa. 

“…En virtud de lo anterior se acredita que (…), de conformidad con las atribuciones establecidas en el Manual de Organización aplicado a la Residencia y Supervisión de Obra, infringiendo lo dispuesto por el artículo 56 fracción II de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del  Estado y Municipios de San Luis Potosí, debido a que se refiere que no superviso que las obras ejecutadas, se realizaran conforme a las especificaciones, procedimientos, proyectos, precios unitarios y programas aprobados de acuerdo a las disposiciones legales de la materia y a lo estipulado en los contratos de obra, faltando lo reportes de avances físicos de las obras ejecutada, así como la falta de control de la sobras en proceso mediante el uso de bitácora en obra, validación de generadores de obra, interpretación de los reportes de control de calidad, así mismo no llevo un riguroso control de las obras en proceso y terminadas, así como  de la entrega correspondiente, en razón de que se detectaron saldos no devengados por la cantidad de $75´806,313.84 (SETENTA Y CINCO MILLONES OCHOCIENTOS SEIS MIL TRESCIENTOS TRECE PESOS 84/100 M.N.), desatendió lo señalado en el artículo 54 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, así como lo señalado en el numeral 67 de las reglas de Operación del Fondo Metropolitano, ejercicio 2015, (…).”
“…Luego, de todo lo hasta aquí expuesto queda demostrado que (…), incumplió las obligaciones que como Servidor Público debía observar para salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia en el desempeño de su encargo, previstas por el articulo 56 fracciones II de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, vigente al momento de los hechos investigados y cuyo cumplimiento es causa de responsabilidad administrativa.”
“…Lo cual en relación con el resultado de la auditoria no superviso que las obras ejecutadas, se realizaran conforme a las especificaciones, procedimientos, proyectos, precios unitarios y programas aprobados de acuerdo a las disposiciones legales de la materia y a lo estipulado en los contratos de obra, faltando lo reportes de avances físicos de las obras ejecutada, así como la falta de control de la sobras en proceso mediante el uso de bitácora en obra, validación de generadores de obra, interpretación de los reportes de control de calidad, así mismo no llevo un riguroso control de las obras en proceso y terminadas, así como  de la entrega correspondiente, en razón de que se determinó incumplimiento de ejecución de las obras de las carteras de proyectos, por un importe de  $75´806,313.84 (setenta y cinco millones ochocientos seis mil trescientos trece pesos 84/100 M.N.), desatendiendo lo establecido en el Manual de Organización aplicado a la Residencia y Supervisión de Obra, que señala como Objetivo:  Llevar acabo la residencia y supervisión de la sobras ejecutadas por la Secretaría en cualquiera que sea su modalidad, a fin de que se realicen conforme a las especificaciones, procedimiento constructivos, proyectos, costos y programas aprobado, de acuerdo a las disposiciones legales de la  materia y a lo estipulado en los contratos de obra y dentro de sus funciones señala entre otras las de establecer un estrecho seguimiento de ejecución de obra, resolviendo oportunamente, en el ámbito de sus atribuciones cualquier problema que se presente; controlar las obras en proceso mediante el uso de bitácora de obra; resolviendo oportunamente, en el ámbito de sus atribuciones cualquier problema que se presente, controlar las obras en proceso mediante el uso de bitácora de obra; elaborar el reporte de avance físico correspondiente, para su oportuno y adecuado seguimiento.”
“SEPTIMO.- Determinación de la existencia de Responsabilidad Administrativa a Individualización de la sanción. En razón de lo expuesto en el considerando SEXTO de la presente resolución y de conformidad con lo señalado en el artículo 82, fracción II de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del  Estado y Municipios de San Luis Potosí, se determina la existencia de elementos que constituyen responsabilidad administrativa por parte de (…),**********, a quien le fue imputada las observaciones número 07.“INCUMPLIMIENTO DE LA EJECUCION DE LAS OBRAS DE LA CARTERA DE PROYECTOS. Por un importe de $21,466,473.40 (VEINTIUN MILLONES CUATROCIENTOS SESENTA Y SEIS MIL CUATROCIENTOS SETENTA Y TRES PESOS 40/100 M.N.) y 08 “ “INCUMPLIMIENTO DE LA EJECUCION DE LAS OBRAS DE LA CARTERA DE PROYECTOS. Por un importe de $75´806,313.84 (SETENTA Y CINCO MILLONES OCHOCIENTOS SEIS MIL TRESCIENTOS TRECE PESOS 84/100 M.N.).”

Partiendo del contenido de los antecedentes antes transcritos, se advierte que la autoridad demandada al emitir la resolución que se impugna en este juicio, basa la conducta atribuida al actor, en su carácter de ********** en términos generales, en haber omitido llevar a cabo las actividades inherentes al ejercicio de su encargo que refiere están establecidas en el Manual de Organización aplicado a la Residencia y Supervisión de Obra, infringiendo lo dispuesto por el artículo 56 fracción  II de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del  Estado y Municipios de San Luis Potosí, debido a que se refiere que no superviso que las obras ejecutadas, se realizaran conforme a las especificaciones, procedimientos, proyectos, precios unitarios y programas aprobados de acuerdo a las disposiciones legales de la materia y a lo estipulado en los contratos de obra, faltando lo reportes de avances físicos de las obras ejecutada, así como la falta de control de la sobras en proceso mediante el uso de bitácora en obra, validación de generadores de obra, interpretación de los reportes de control de calidad, así mismo no llevo un riguroso control de las obras en proceso y terminadas, así como  de la entrega correspondiente, en razón de que se detectaron saldos no devengados por la cantidad de $75´806,313.84 (setenta y cinco millones ochocientos seis mil trescientos trece pesos 84/100 m.n.), desatendiendo lo establecido en el Manual de Organización aplicado a la Residencia y Supervisión de Obra, que señala como Objetivo:  Llevar acabo la residencia y supervisión de la sobras ejecutadas por la Secretaría en cualquiera que sea su modalidad, a fin de que se realicen conforme a las especificaciones, procedimiento constructivos, proyectos, costos y programas aprobado, de acuerdo a las disposiciones legales de la  materia y a lo estipulado en los contratos de obra y dentro de sus funciones señala entre otras las de establecer un estrecho seguimiento de ejecución de obra, resolviendo oportunamente, en el ámbito de sus atribuciones cualquier problema que se presente; controlar las obras en proceso mediante el uso de bitácora de obra; resolviendo oportunamente, en el ámbito de sus atribuciones cualquier problema que se presente, controlar las obras en proceso mediante el uso de bitácora de obra; elaborar el reporte de avance físico correspondiente, para su oportuno y adecuado seguimiento.
Bajo esa premisa, se determina por parte de esta Tercera Sala Unitaria que resulta ilegal la resolución impugnada de fecha **********, dictada dentro del expediente del Procedimiento de Responsabilidad Administrativa **********,**********emitida por el Director de Responsabilidades e Inconformidades de la Contraloría General del Estado, la cual obra en copia certificada en  fojas 24 a la 46 de este sumario, a virtud de que no se encuentra acreditada  de  forma  fehaciente la responsabilidad directa que le imputa al hoy actor por las omisiones antes citadas que culminaron a decir  de la autoridad demandada en la Observaciones números 07 y 08.
Siendo que no se demuestra en el Expediente Administrativo de Responsabilidades de referencia, que el accionante haya sido omiso en el cumplimiento de sus obligaciones en el ámbito de su competencia respecto de la obra en cuestión, o bien que las irregularidades atribuidas fueran resultado directo de omisiones a  las  obligaciones que le son inherentes a su cargo, circunstancias que deben ser probado por el Director de Responsabilidades e Inconformidades de la Contraloría General del Estado. 

Lo anterior es así, tomando en consideración que a quien le corresponde la carga de la prueba para acreditar tanto la existencia de la conducta infractora como la responsabilidad del servidor público en su comisión, es a la autoridad administrativa y no al servidor público, quien tiene a su favor el principio de presunción de inocencia, como derecho fundamental de toda persona, aplicable y reconocible a quienes pudiesen estar sometidos a un procedimiento administrativo sancionador, y el cual consiste en que el servidor público acusado no está obligado a probar la licitud de su conducta cuando se le imputa la comisión de una infracción, en tanto que no tiene la carga de probar su inocencia. 

Se destaca, que el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha sostenido de manera reiterada que el Principio de Presunción de Inocencia es aplicable en tratándose de procedimientos administrativos sancionadores, como el caso de los Procedimientos Administrativos Disciplinarios, por tratarse de procedimientos de cuyo resultado pudiera derivar alguna pena o sanción en ejercicio de la facultad punitiva del Estado; por tanto el Principio de Presunción de Inocencia es un derecho fundamental de toda persona, aplicable y reconocible a quienes pudiesen estar sometidos a un procedimiento administrativo sancionador, y en consecuencia, soportar el poder correctivo del Estado, a través de autoridad competente, tal y como se advierte del siguiente criterio jurisprudencial:

Tesis de Jurisprudencia 43/2014, Época: Décima Época, Registro: 2006590,  Instancia: Pleno,  Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 7, Junio de 2014, Tomo I, Materia(s): Constitucional, Tesis: P./J. 43/2014 (10a.), Página: 41, que dice: 

“PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. ESTE PRINCIPIO ES APLICABLE AL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR, CON MATICES O MODULACIONES. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis aislada P. XXXV/2002, sostuvo que, de la interpretación armónica y sistemática de los artículos 14, párrafo segundo, 16, párrafo primero, 19, párrafo primero, 21, párrafo primero y 102, apartado A, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008), deriva implícitamente el principio de presunción de inocencia; el cual se contiene de modo expreso en los diversos artículos 8, numeral 2, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14, numeral 2, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; de ahí que, al ser acordes dichos preceptos -porque tienden a especificar y a hacer efectiva la presunción de inocencia-, deben interpretarse de modo sistemático, a fin de hacer valer para los gobernados la interpretación más favorable que permita una mejor impartición de justicia de conformidad con el numeral 1o. constitucional. Ahora bien, uno de los principios rectores del derecho, que debe ser aplicable en todos los procedimientos de cuyo resultado pudiera derivar alguna pena o sanción como resultado de la facultad punitiva del Estado, es el de presunción de inocencia como derecho fundamental de toda persona, aplicable y reconocible a quienes pudiesen estar sometidos a un procedimiento administrativo sancionador y, en consecuencia, soportar el poder correctivo del Estado, a través de autoridad competente. En ese sentido, el principio de presunción de inocencia es aplicable al procedimiento administrativo sancionador -con matices o modulaciones, según el caso- debido a su naturaleza gravosa, por la calidad de inocente de la persona que debe reconocérsele en todo procedimiento de cuyo resultado pudiera surgir una pena o sanción cuya consecuencia procesal, entre otras, es desplazar la carga de la prueba a la autoridad, en atención al derecho al debido proceso.” 

Ahora bien, el Principio de Presunción de Inocencia es un derecho fundamental que puede calificarse de "poliédrico", en el sentido de que tiene múltiples manifestaciones o vertientes relacionadas con garantías encaminadas a regular distintos aspectos del proceso penal; éstas pueden ser como estándar de prueba, como regla probatorio y como regla de trato procesal, que respectivamente se traducen en que quien acusa está obligado a probar, que se debe absolver cuando las pruebas no satisfagan las condiciones necesarias para destruir la Presunción de Inocencia, es decir el estatus de inocente de la persona sujeta a procedimiento, y que toda persona debe ser tratada como inocente en tanto no se declare su culpabilidad en una sentencia condenatoria firme; lo anterior se obtiene de las Tesis de Jurisprudencia que a continuación se transcriben. 

Tesis de Jurisprudencia, Primera Sala.” Época: Décima Época, Registro: 2006091, Instancia: Primera Sala, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 5, Abril de 2014, Tomo I, Materia(s): Constitucional, Tesis: 1a./J. 26/2014 (10a.), Página: 476, que dice: 

“PRESUNCIÓN DE INOCENCIA COMO ESTÁNDAR DE PRUEBA.- La presunción de inocencia es un derecho que puede calificarse de "poliédrico", en el sentido de que tiene múltiples manifestaciones o vertientes relacionadas con garantías encaminadas a regular distintos aspectos del proceso penal. Una de esas vertientes se manifiesta como "estándar de prueba" o "regla de juicio", en la medida en que este derecho establece una norma que ordena a los jueces la absolución de los inculpados cuando durante el proceso no se hayan aportado pruebas de cargo suficientes para acreditar la existencia del delito y la responsabilidad de la persona; mandato que es aplicable al momento de la valoración de la prueba. Dicho de forma más precisa, la presunción de inocencia como estándar de prueba o regla de juicio comporta dos normas: la que establece las condiciones que tiene que satisfacer la prueba de cargo para considerar que es suficiente para condenar; y una regla de carga de la prueba, entendida como la norma que establece a cuál de las partes perjudica el hecho de que no se satisfaga el estándar de prueba, conforme a la cual se ordena absolver al imputado cuando no se satisfaga dicho estándar para condenar.”
Primera Sala.” Época: Décima Época, Registro: 2006093, Instancia: Primera Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 5, Abril de 2014, Tomo I, Materia(s): Constitucional, Tesis: 1a./J. 25/2014 (10a.), Página: 478, que señala: 
“PRESUNCIÓN DE INOCENCIA COMO REGLA PROBATORIA. - La presunción de inocencia es un derecho que puede calificarse de "poliédrico", en el sentido de que tiene múltiples manifestaciones o vertientes relacionadas con garantías encaminadas a regular distintos aspectos del proceso penal. Una de esas vertientes se manifiesta como "regla probatoria", en la medida en que este derecho establece las características que deben reunir los medios de prueba y quién debe aportarlos para poder considerar que existe prueba de cargo válida y destruir así el estatus de inocente que tiene todo procesado.
Primera Sala, Época: Décima Época, Registro: 2006092, Instancia: Primera Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 5, Abril de 2014, Tomo I, Materia(s): Constitucional, Tesis: 1a./J. 24/2014 (10a.), Página: 497, que literalmente cita: 
 “PRESUNCIÓN DE INOCENCIA COMO REGLA DE TRATO PROCESAL. La presunción de inocencia es un derecho que puede calificarse de "poliédrico", en el sentido de que tiene múltiples manifestaciones o vertientes relacionadas con garantías encaminadas a regular distintos aspectos del proceso penal. Una de sus vertientes se manifiesta como "regla de trato procesal" o "regla de tratamiento" del imputado, en la medida en que este derecho establece la forma en la que debe tratarse a una persona que está sometida a proceso penal. En este sentido, la presunción de inocencia comporta el derecho de toda persona a ser tratado como inocente en tanto no se declare su culpabilidad por virtud de una sentencia condenatoria. Dicha manifestación de la presunción de inocencia ordena a los jueces impedir en la mayor medida posible la aplicación de medidas que impliquen una equiparación de hecho entre imputado y culpable, es decir, conlleva la prohibición de cualquier tipo de resolución judicial que suponga la anticipación de la pena.”

En ese orden de ideas, la calidad de inocente debe reconocerse a toda persona sujeta a un Procedimiento Administrativo Disciplinario, cuya consecuencia procesal, entre otras, es desplazar la carga de la prueba a la Autoridad, en el caso la autoridad demandada.

Por consiguiente, al desplazarse la carga de la prueba a la Autoridad dentro del Procedimiento Administrativo Disciplinario; cobra una relevancia trascendental en el proceso al exigir la autoridad administrativa acreditar con pruebas suficientes y adecuadas las imputaciones que se formulan de modo que se destruya la presunción de inocencia del encausado, es decir que se desvirtúe el status de inocente, y en su oportunidad procesal, determinar de manera fundada y motivada el sentido de su resolución valorando de manera adecuada las pruebas.

Bajo esa tesitura, a la autoridad demandada le correspondía demostrar las obligaciones que señala  incumplió  el hoy actor en el cargo que desempeño de **********respecto de las Observaciones números 07 y 08, que sustenta en las funciones que se contienen en el Manual de Organización aplicado a la Residencia y Supervisión de Obra.
Ello es así, toda vez que en primer término las funciones de;  que no superviso que las obras ejecutadas se realizaran conforme a las especificaciones, procedimientos, proyectos, precios unitarios programas aprobados de acuerdo a las disposiciones legales en materia y a los estipulado en los contratos de obra,  faltando los reportes de avances físicos  de las obras ejecutadas, así como de falta de control de la sobras en proceso mediante, el uso de bitácora de obra, validación de generadores de obra, interpretación de los reportes de control de calidad, así mismo no llevo un riguroso control de las obras en proceso y terminadas, así como la entrega correspondiente; que señalan las demandadas originaron las observaciones denominada número 07 “INCUMPLIMIENTO DE LA EJECUCION DE LAS OBRAS DE LA CARTERA DE PROYECTOS. y 08  “INCUMPLIMIENTO DE LA EJECUCION DE LAS OBRAS DE LA CARTERA DE PROYECTOS”, que son atribuidas al actor en el acto reclamado por su incumplimiento, no son obligaciones y conductas que le deban ser imputadas, en razón de que no estaba en su competencia ejecutarlas como afirma la autoridad demandada en el acto reclamado, ya que dichas funciones tienen sustento en una normatividad que no le es aplicable al accionante, por no tener aplicabilidad obligatoria al no estar publicado en el Periódico Oficial del Estado.

En efecto, tiene sustento en el Manual de Organización aplicado a la Residencia y Supervisión de Obra, en que se fundan la autoridad demandada para establecer las irregularidades al accionante en el Procedimiento Administrativo de Responsabilidad número **********, no tiene aplicación al caso que nos ocupa, en razón de que el mismo no se encuentra publicado en el Periódico Oficial del Estado, para su validez y aplicación. 

Tiene sustento la siguiente tesis de jurisprudencia de la Época: Novena Época, Registro: 170438,  Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVII, Enero de 2008, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 249/2007, Página: 515, que dice:  

“SERVIDORES PÚBLICOS. LOS MANUALES DE ORGANIZACIÓN, DE PROCEDIMIENTOS O DE SERVICIOS AL PÚBLICO, CON BASE EN LOS CUALES SE LES IMPONEN OBLIGACIONES Y ANTE SU INCUMPLIMIENTO PUEDE FINCÁRSELES RESPONSABILIDAD Y SANCIONÁRSELES, DEBEN PUBLICARSE EN EL ÓRGANO OFICIAL DE DIFUSIÓN CORRESPONDIENTE. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 2a./J. 6/2004, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIX, febrero de 2004, página 230, sostuvo que aun cuando los manuales citados no tienen la calidad de leyes o reglamentos, constituyen normas obligatorias y sirven de base para determinar causas de responsabilidad administrativa, siempre y cuando la acción u omisión prevista en un caso concreto esté claramente precisada como conducta de determinado servidor público; luego, con base en ese criterio resulta evidente que los manuales de organización, de procedimientos o de servicios al público de una dependencia o departamento del Gobierno Federal, estatal o municipal deben publicarse en un órgano de difusión oficial, llámese Diario Oficial de la Federación, gaceta gubernamental o periódico local, según sea el caso, pues sólo así los servidores públicos a quienes les resulten de observancia obligatoria tendrán conocimiento de ellos y sabrán con certeza las sanciones que se les impondrán y las responsabilidades que se les fincarán, en caso de que incurran en incumplimiento de sus obligaciones o en irregularidades en el desempeño de sus funciones..- Contradicción de tesis 218/2007-SS. Entre las sustentadas por el entonces Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito, ahora Primero de la materia y circuito citados y el Tercer Tribunal Colegiado de la misma materia y circuito. 28 de noviembre de 2007. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José Fernando Franco González Salas. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretario: Alberto Miguel Ruiz Matías.-Tesis de jurisprudencia 249/2007. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del veintiocho de noviembre de dos mil siete.-Nota: La tesis 2a./J. 6/2004 citada, aparece publicada con el rubro: "SERVIDORES PÚBLICOS. LOS MANUALES DE ORGANIZACIÓN, DE PROCEDIMIENTOS O DE SERVICIOS AL PÚBLICO LES OBLIGAN Y SIRVEN DE APOYO PARA ESTABLECER  LA CAUSA DE RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA EN QUE INCURRAN, SIEMPRE Y CUANDO LA ACCIÓN U OMISIÓN PREVISTA EN EL CASO CONCRETO ESTÉ PRECISADA COMO CONDUCTA DE ALGUNO DE ELLOS."

De tal manera que si ese precepto legal no contiene dicha obligación, no es posible que las demandadas le atribuyan su omisión en ejecución de sus funciones al actor, porque estas no están debidamente regladas y por tanto, no pudo, ni debió tener  intervención en la responsabilidad  que se le imputa, sino que en su defecto deriva de actos que son responsabilidades y facultades de otras autoridades, lo que genera por ende que el accionante carezca de la responsabilidad directa que se le imputa respecto de las observaciones 07 y 08.

Imputaciones las cuales si bien son citadas por el Director de Responsabilidades e Inconformidades de la Contraloría General del Estado, en el acto impugnado, también lo es que las mismas no son sustentadas fehacientemente por la demanda, lo que genera que no estén acreditadas las responsabilidades administrativas que señala en el acto impugnado, ya que se desprende que las responsabilidades administrativas que le imputan al accionante, se encuentran  establecidas en un Manual de Organización aplicado a la Residencia y Supervisión de Obra, el cual no se tiene validez en ejecución y aplicación, a virtud de que no se encuentra publicado en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí, lo cual es indispensable para establecer de forma real y  correcta las posibles omisiones en sus funciones que se dice incumplió en su encargo, circunstancia que en el presente caso que nos ocupa no sucedió, pues la demandada únicamente se basa en este Manual para establecer las funciones que refiere se omitieron por parte del hoy actor. 

Bajo esa premisa,  se desprende que el acto reclamado  consistente en la Resolución de fecha ********** es ilegal, siendo que  la autoridad demandada al emitirla no acreditó la responsabilidad administrativa que le imputó al actor, en su carácter de **********dentro del expediente de Responsabilidades Administrativa  **********; así como no justificó el incumplimiento del artículo 56 fracciones II de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, por las razones antes expuestas.

En consecuencia con fundamento 96 y 97 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado consistente en la Resolución de fecha **********, dictada dentro del expediente del Procedimiento de Responsabilidad Administrativa **********, emitida por el Director de Responsabilidades e Inconformidades de la Contraloría General del Estado, **********  por lo que se decreta su NULIDAD  LISA Y LLANA del mismo, de acuerdo a los razonamientos precisados en el considerandos Sexto de esta resolución.
Resultando innecesario el estudio de los restantes conceptos de  impugnación, en acatamiento a la Tesis de Jurisprudencia, Época: Novena Época, Registro: 172578, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXV, Mayo de 2007, Materia(s): Común, Tesis: IV.2o.C. J/9, Página: 1743, que dice:  

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. ES INNECESARIO SU ESTUDIO, CUANDO LA DECLARACIÓN DE FIRMEZA DE UNA CONSIDERACIÓN AUTÓNOMA DE LA SENTENCIA RECLAMADA ES SUFICIENTE PARA REGIR SU SENTIDO. Si el tribunal responsable, para sustentar el sentido de la resolución reclamada, expresó diversas consideraciones, las cuales resultan autónomas o independientes entre sí y suficientes cada una de ellas para regir su sentido, la ineficacia de los conceptos de violación tocantes a evidenciar la ilegalidad de alguna de tales consideraciones, hace innecesario el estudio de los restantes, pues su examen en nada variaría el sentido de la resolución reclamada, ya que basta que quede firme alguna para que dicha consideración sustente por sí sola el sentido del fallo”. 

En ese sentido, para efectos del artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado, con el fin de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente afectados o desconocidos; con fundamento en lo dispuesto por el artículo 251 del mismo ordenamiento legal, se ordena a la autoridad que emitió el acto impugnado, lo siguiente: 

1.- La Directora de Responsabilidades e Inconformidades de la Contraloría General del Estado, en el ámbito de su competencia, deberá cancelar la imposición de la multa que le fue impuesta al promovente por la cantidad de $**********
2.- La Directora de Responsabilidades e Inconformidades de la Contraloría General del Estado, en el ámbito de su competencia, deberá cancelar cualquier registro o inscripción efectuada respecto de las sanciones impuestas al hoy actor, ante el Registro de Servidores Públicos Sancionados que se lleva en esa Dependencia, y solicitar la respectiva cancelación, ante el Registro Estatal de Servidores Públicos Sancionados e Inhabilitados, que se lleva en la Auditoría Superior del Estado.
3.- La Directora de Responsabilidades e Inconformidades de la Contraloría General del Estado, en el ámbito de su competencia, en caso de que se hubiere ejecutado la sanción de suspensión del empleo, cargo o comisión de por el termino de quince días, sin goce de percepciones que le fue impuesta, deberá ordenar que se paguen a la parte actora los haberes dejados de percibir con motivo de la misma; debiendo informar en su oportunidad procesal a esta Sala Unitaria las gestiones generadas al respecto, para dar seguimiento al cumplimiento o ejecución de sentencia.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y 248, 249, 250 fracción II, 251 primer párrafo, 252, 255 y 256, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se, 

R E S U E L V E
PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado, y por consecuencia, la NULIDAD LISA Y LLANA  del mismo,   de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el Considerando Sexto de la presente sentencia. 

TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- 
	

	


Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

